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 Introducción
Entre los múltiples problemas cardinales del desarrollo mundial contemporáneo, el de la paz y la guerra ocupa un lugar preponderante; en el pasado también afectaba los intereses vitales de la población, pero adquirió agudeza sin precedente precisamente en nuestra época. Téngase en cuenta que en los últimos 5 500 años la humanidad ha vivido más de 14 500 guerras en las que perecieron alrededor de 4 500 millones de personas, es decir casi tantas como las que componen hoy la población del planeta. Tan sólo en el pasado siglo XX se produjeron dos guerras mundiales y en la última los imperialistas norteamericanos hicieron estallar dos bombas nucleares sobre Japón, una en Hiroshima y la otra en Nagasaki, lo cual constituyó un verdadero genocidio,   anunciándole al mundo el nacimiento de la era coheteril  nuclear.  
Los horrores del fascismo alemán que eliminó a millones de personas en las cámaras de gases y crematorios, en los campos de concentración y en el teatro de la guerra, fueron la más elevada expresión del crimen de lesa humanidad. Empero, a ello hay que agregarle los crímenes de los fascistas italianos y japoneses, el exterminio de los judíos y gitanos y otras manifestaciones criminales que pusieron de relieve la necesidad de revisar las viejas normas del Derecho Internacional y crear otras nuevas acorde con las circunstancias. Así es como las potencias que emergieron vencedoras de la II Guerra Mundial acordaron convertir a La Liga de las Naciones en la Organización de las Naciones Unidas (ONU). La primera medida tomada por esta nueva organización mundial fue la elaboración de la Carta de las Naciones Unidas para evitar las guerras y garantizar la paz internacional. Cuba fue una de las naciones firmantes.
El Estado socialista cubano, como sujeto del Derecho Internacional, ha sido fiel cumplidor de los acuerdos y tratados firmados por él, incluso de algunos que fueron firmados por los gobiernos de turno de la pseudo – república, entre 1902 y 1959, fecha esta última en que se produjo el triunfo revolucionario de enero del 59. Aún cuando nuestro país ha sido objeto de agresiones de todo tipo, incluyendo las armadas, ha respetado y respeta los principios y normas del Derecho Internacional Público y sobre todo de su rama fundamental: el Derecho Internacional Humanitario.

La política internacional del Estado cubano se basa en el respeto a la soberanía nacional de los demás pueblos; la solución de los conflictos y litigios internacionales por la vía pacífica; la no agresión a otros pueblos; y, la solidaridad internacional, entre otros. Se pronuncia contra el doble rasero de los imperialistas y sus aliados al desatar las campañas de violación de los Derechos Humanos para agredir militarmente a los pueblos del llamado Tercer Mundo y apoderarse de sus riquezas naturales, del mismo modo que agreden e invaden a las naciones progresistas con el fin de derrocar el régimen político y garantizar sus intereses hegemónicos. 
6.1. El Derecho Internacional Humanitario (DIH). Su esencia y  

       características fundamentales.  
Breve esbozo histórico
Con la desintegración de la comunidad primitiva y el surgimiento de la sociedad dividida en clases antagónicas, la sociedad esclavista, se originaron también las guerras como fenómeno político social. A lo largo de muchos siglos de guerras, hasta el advenimiento del Derecho Internacional Humanitario contemporáneo, se registraron más de 500 carteles, códigos de conducta, pactos y otros textos cuya finalidad era reglamentar las hostilidades entre las partes contendientes. El actual Derecho Internacional Humanitario se ha formado bajo la influencia del cristianismo y de las reglas de caballería, en guerras que hicieron entre sí los Estados europeos desde que apareció el sistema estatal europeo moderno.  Se expresó en ordenanzas o reglamentos dictados por los Estados para sus ejércitos, en que se prescribía a sus tropas un determinado comportamiento ante el enemigo, así como en convenios bilaterales (treguas, capitulaciones, armisticios), concertados entre los comandantes militares de Estados enemigos, y cuya finalidad era asistir a los heridos o canjear a prisioneros de guerra, e incluso negociar un cese definitivo de los combates.

No fue hasta el siglo XIX, bajo la impresión de las guerras en las cuales combatían grandes ejércitos nacionales que utilizaban armas nuevas y más mortíferas que causaban un número espantoso de heridos, abandonados sin socorro alguno en los campos de batalla, cuando se trabajó con empeño en la elaboración de un Derecho de la Guerra refrendado por convenios multilaterales.

El primer instrumento internacional del Derecho Internacional Humanitario, así como la Cruz Roja, tienen el mismo origen y surgieron de la iniciativa del ciudadano suizo Henry Dunant, tras haber presenciado los horrores resultantes de los cruentos combates de la batalla de Solferino, en el verano de 1859. En su libro, Recuerdo de Solferino publicado en 1862 Dunant plasmó dos ideas básicas: la primera fundar en tiempo de paz sociedades voluntarias de socorro, en cada país, para ayudar a los servicios médicos de las fuerzas armadas en tiempo de guerra; la segunda, formular un principio internacional, convencional y sagrado, para el socorro de los heridos en el campo de batalla. Otros antes que él, habían experimentado los mismos sentimientos, particularmente, en los campos de batalla de Crimea y el resultado fueron las campañas destinadas a incrementar los medios de los servicios sanitarios de los ejércitos; sin embargo, el peso de las estructuras heredadas de un largo pasado y las presiones económicas habían limitado el alcance de las tan esperadas mejoras, prueba elocuente de ello fue la suerte que corrieron los heridos y enfermos en Solferino.
Otro acontecimiento decisivo fue la redacción del Código de Lieber (1863), que incluye, en un instrumento extenso y autónomo, todas las leyes y costumbres de la guerra y destaca algunos principios humanitarios que, hasta entonces, no habían estado tan claros, como son algunos aspectos relacionados con la conducción de las hostilidades, el trato a los prisioneros de guerra y a la población civil.  

Desde entonces, los Estados han aceptado un conjunto de normas prácticas, basadas en la amarga experiencia de las guerras modernas, que mantienen un cuidadoso   equilibrio entre las preocupaciones de carácter humanitario y las exigencias militares de los Estados. En la misma medida en que ha crecido la comunidad internacional, ha aumentado la cantidad de Estados en el mundo que han contribuido al desarrollo del Derecho Internacional Humanitario, actualmente este se considera como un verdadero sistema jurídico internacional. 

El Convenio de Ginebra de 1864 para mejorar la suerte que corren los militares heridos en los ejércitos en campaña, es el fruto de ese esfuerzo y constituyó un hito en el progreso decisivo del Derecho Internacional Humanitario.  Se expresó claramente en el mismo un principio de aplicación general que obliga, a los Estados contratantes, a tratar de la misma manera a los heridos propios y a los heridos enemigos. 

A medida que iba progresando la codificación del Derecho Internacional Humanitario, surgió la tendencia a dividir sus reglas en dos cuerpos normativos: el Derecho de Ginebra y el Derecho de La Haya. Es decir, a partir del Convenio de Ginebra de 1864, de la Declaración de San Petersburgo de 1868 y de los Convenios de La Haya de 1899, el Derecho de la Guerra se orienta, en el campo del derecho internacional convencional, hacia perspectivas bien articuladas: la protección internacional de las víctimas de los conflictos armados, por una parte, y por otra la limitación de los medios y métodos de combate. 
El conjunto de ambos cuerpos de normas forma lo que se ha dado en llamar el “jus in bellum”, es decir, la parte del Derecho de la Guerra por la que se rige el comportamiento del Estado en caso de conflicto armado. Sin embargo, en los años en que esta nueva orientación hacia el desarrollo del Derecho Internacional ya se había iniciado, contenía también otro cuerpo de normas cuya finalidad era reglamentar el “derecho a la guerra” que aún tenía el Estado soberano.  Esta reglamentación de la guerra lícita se refería a los procedimientos para recurrir a la fuerza, y tenía como finalidad excluir del ámbito de las relaciones internacionales el recurso abusivo de la guerra, con el objetivo de disminuir su frecuencia como medio para solucionar las controversias internacionales. 

Hasta el término de la Primera Guerra Mundial, el recurso de la guerra no se consideraba como un acto ilícito, sino como un medio para solucionar las relaciones discrepantes entre los Estados.  El Pacto de la Sociedad de las Naciones en 1919 y el Tratado de Paris de 1928 (Pacto Briand-Kellogg) tendían a buscar fórmulas para prohibir la guerra. Pero no pudo ser confirmado hasta el término de la II Guerra Mundial que se logró la aprobación de la Carta de las Naciones Unidas, el 26 de junio de 1945, en San Francisco, al concluirse la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional. Esta Carta entró en vigor el 24 de octubre del mismo año y en ella se confirmó esta tendencia, cuando se plantea: “Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza...”.   El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia es parte integrante de la Carta.
Bajo la impresión de los horrores de la guerra inter imperialista y del fascismo nazi los Estados firmantes se mostraron decididos a aunar sus esfuerzos para realizar designios de la paz internacional y se comprometieron a: 
a) preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante 
    nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles, 
b) a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en 1a dignidad y el valor de la
    persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones 
    grandes y pequeñas, 
c) a crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las
    obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional, 
d) a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio
    de la libertad, 
     y con tales finalidades 

          a). a practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, 
              b). a practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, 

          c). a unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la seguridad 
               internacionales, 
          d). a asegurar, mediante la aceptación de principios y la adopción de métodos, que no se
               usará; la fuerza armada sino en servicio del interés común, y 

          e).  a emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social
               de todos los pueblos.

El Derecho Internacional Humanitario, por consiguiente, surge como un conjunto de normas internacionales destinadas a ser aplicadas a los conflictos bélicos para proteger en la guerra al hombre y aliviar sus sufrimientos. Este tipo de Derecho forma parte del Derecho Internacional Público.
Por su esencia, el Derecho Internacional Público (DIP) es el conjunto de reglas que determinan  los derechos y deberes recíprocos de los sujetos internacionales. Es ciencia y derecho positivo.  Como ciencia estudia los principios que regulan las relaciones entre los sujetos internacionales como Derecho positivo no es más que un conjunto de normas que están  obligados a respetar en sus relaciones entre sí.

Principios Básicos del Derecho Internacional Público 

Los principios son los fundamentos y la razón básica sobre los cuales se desarrolla la propia existencia del DIP, para facilitar las relaciones entre Los pueblos y realizar la cooperación internacional. Estos principios son: 
1) Coexistencia pacífica: forma de convivencia entre Estados con diferentes sistemas políticos, económicos y sociales sobre la base de que todos reconozcan y respeten el DIP. Es una exigencia en la elaboración y desarrollo progresivo de las relaciones entre los Estados, aunque sus sistemas económicos sean diferentes.

2) Igualdad soberana: conciliación de los conceptos de: 

· Soberanía: potestad de un Estado expresada mediante el derecho a decidir libremente sus asuntos internos y externos sin infringir los derechos de otros Estados, ni al DIP.

· Igualdad jurídica: derecho de todo Estado de ser considerado como igual a cualquier otro Estado en lo relativo a los derechos inherentes a su soberanía, pues los Estados soberanos son jurídicamente iguales entre sí sin subordinación de unos a otros.

     La igualdad jurídica se realiza:

· Con la precedencia diplomática (la práctica de los Estados en ceremonias y actos oficiales se rige por un sentido estricto de la igualdad jurídica sin atender a la condición de mayor o menor potencia de los Estados).

· El número de representantes: cada Estado tiene derecho a un voto.

3) Independencia: facultad de los Estados de decidir con autonomía acerca de sus asuntos internos y externos en el marco del DIP, sin intervención de otro Estado. Presupone la soberanía y la envuelve necesariamente.

4) Autodeterminación: facultad que tiene el pueblo o nación de elegir libremente su régimen político, económico social, permanecer unido o separarse de otro Estado y formar un nuevo Estado, y disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales.

Entre este principio y el de soberanía existe estrecha relación, pero se diferencian entre sí, pues la soberanía del Estado es la soberanía nacional entre esos derechos está la autodeterminación.

Soberanía: facultad del Estado de decidir sobre sus asuntos externos e internos.

5) Integridad territorial: implica: carácter inviolable del territorio propio que lleva implícito el derecho y deber de defenderlo, abstención de realizar actos de carácter oficial en espacios de soberanía extranjera sin permiso del Estado territorial; o cuidar de que su territorio no sirva de punto de partida para la subversión contra otro Estado.

1) Renuncia al uso de la fuerza.

2) Solución de controversias internacionales por vía pacífica.

3) Seguridad colectiva.

4) Respeto a la soberanía de los Estados.

5) Igualdad de derechos de los Estados.

6) Cumplimiento de buena fe de las obligaciones internacionales.

7) Respeto a los derechos humanos.

Los Derechos del DIP:

Los derechos fundamentales son facultades y garantías que necesitan los Estados para hacer posible y útil la vida en común en la sociedad internacional. Son deberes fundamentales correlativos de los demás Estados, absolutamente necesarios para su convivencia. Son:

1) Derecho al Respeto Recíproco: derecho del Estado de ser respetado por los demás en su integridad material, moral y política y en los emblemas que representan la personalidad política de este Estado, y el respeto a la personalidad de los Estados fuera de sus propias fronteras.

2) Derecho de Nacionalización: proceso a través del que la propiedad de los bienes de producción y los recursos se transfiere a la propiedad pública para beneficio de todo el pueblo.

3) Derecho de Conservación: derecho de proveerse de los medios necesarios para la defensa del país contra sus enemigos internos y externos y proceder al castigo de estos cuando los tenga en su poder.

Es el más importante de todos los derechos que pueda tener un Estado, al extremo que las leyes penales sancionan severamente a los autores de delitos que atenten contra la integridad y conservación de los Estados.

4) Liberación Nacional: derecho inalienable de los pueblos a la total independencia política y a obtener su liberación política, económica y social por las vías que estime necesaria.

El Derecho Internacional Humanitario como rama del DIP

Ahora bien, como rama del Derecho Internacional Público el Derecho Internacional Humanitario es un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas que no participan o han dejado de participar en las acciones combativas y limita los medios y métodos de hacer la guerra. Dicho de otro modo, el DIH es el conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones de los Estados, establece los derechos y deberes de los Estados en la comunidad internacional; determina las competencias de cada Estado y reglamenta las organizaciones e instituciones de carácter internacional.
 
El Derecho Internacional Humanitario (D.I.H), también puede denominarse Derecho de la Guerra (DG), Derecho Humanitario (D.H) y más recientemente Derecho Internacional de los Conflictos Armados (D.I.C.A).

El Derecho Internacional Humanitario es parte del Derecho Internacional, que regula las relaciones entre los Estados. El Derecho Internacional está integrado por acuerdos firmados entre Estados, llamados con frecuencia tratados o convenios, así como por principios y prácticas generales que los Estados aceptan o se comprometen a aceptar como obligaciones jurídicas.

	Reglas de comportamiento en la acción, incluyen las acciones del combatiente en relación con:

	· Los combatientes enemigos que se rinden.

	Respeta  sus  vidas.
	Desármalos.
	Trátalos  humanamente.
	Entrégalos  a  tu  superior.

	· Los combatientes enemigos heridos.

	Recógelos.
	Asístelos.
	Entrégalos  a  tu  superior  o  personal  médico  más  próximo.

	· El trato a las personas civiles.

	Respétalas.


	Trata humanamente a las que estén en tu poder.
	Protégelas contra los malos tratos están prohibidas la venganza y toma de rehenes.
	Respeta sus propiedades, no las deteriores, ni los robes.

	El trato a los bienes civiles.

	No los ataques.
	No destruyas los que son indispensables para la  supervivencia de la población civil.
	Trata de no causar graves daños al medio ambiente.


Como se expresó anteriormente el Derecho Internacional Humanitario se divide en dos ramas: El Derecho de Ginebra y el Derecho de la Haya. 

Derecho de Ginebra 
Se orienta fundamentalmente a la protección internacional de las víctimas, militares o civiles, producto de los conflictos armados. Protege a todas las personas fuera del combate, es decir que no participan o han dejado de participar en las hostilidades:  los heridos, los enfermos, los náufragos, los prisioneros de guerra y las personas civiles.

Los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 constituyen la codificación de dichas normas de protección:

· I Convenio de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña.

· II Convenio de Ginebra del 12 de agosto para aliviar la suerte que corren los heridos, enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar.

· III Convenio de Ginebra del 12 de agosto relativo al trato debido de los prisioneros de guerra.

· IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.

Dichos Convenios fueron ampliados y completados con la aprobación de los dos Protocolos Adicionales del 8 de junio de 1977:

· Protocolo Adicional de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los Conflictos armados Internacionales (Protocolo I)

· Protocolo Adicional de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II). 
Actualmente están universalmente reconocidos los cuatro Convenios con 194 Estados Partes y los dos Protocolos adicionales ratificados por 159 y 151 Estados respectivamente. La República de Cuba es firmante de los cuatro Convenios y de los dos Protocolos Adicionales.
Con el desarrollo del Derecho Internacional en el pasado siglo, la constitución de la Organización de Naciones Unidas y de su carta constitutiva, se inicia otro cuerpo de normas jurídicas cuya finalidad era refrendar el derecho de los Estados soberanos a recurrir a la guerra, con el objetivo de disminuir la frecuencia de recurrir al empleo de la fuerza para solucionar las controversias internacionales. Las excepciones se definen en los capítulos VI y VII de la Carta de la ONU y de la resolución No.  2105 de 1965 de la Asamblea General. Los Estados pueden recurrir a la fuerza de las armas ante las situaciones siguientes:

· Como medida de seguridad colectiva para preservar la paz.

· Para alcanzar la independencia nacional.
· En caso de legítima defensa.
De ahí, que algunas reglas del Derecho de la Haya hayan perdido su vigencia o hayan sido incluidas en otros instrumentos jurídicos internacionales.

Derecho de la Haya
Trata sobre la reglamentación de los métodos y medios de combate y se centra en la conducción de las operaciones militares en tierra, mar y aire. 

En él se determinan los derechos y deberes de los beligerantes en la conducción de las operaciones militares y limita los medios para causar daños al enemigo. Estas normas figuran en los Convenios de 1899, revisados en 1907 y desde 1977 en los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra, así como, en varios tratados en que se prohíbe y se reglamenta el uso de armas. Aunque algunos de los Tratados de la Haya han perdido su significación jurídica, las normas relativas a la conducción de las hostilidades siguen hoy vigentes. 

Los Convenios de la Haya fueron elaborados por dos sucesivas Conferencias Internacionales de la Paz, celebradas en la Haya en 1899 y 1907 respectivamente. La primera Conferencia aprobó seis convenios y declaraciones y la segunda, catorce.

Los textos se clasifican en tres categorías, dos de las cuales son las siguientes:

· Orientados a evitar la guerra en lo posible, al menos, a estipular condiciones muy estrictas antes del inicio de las hostilidades. Esta categoría está totalmente en desuso porque la guerra es ilegal salvo las excepciones establecidas en la Carta de las Naciones Unidas.

· Para la Protección específica a las víctimas.

Con la adopción de los cuatro Convenios de Ginebra, las convenciones de la Haya comprendidas en esta categoría son obsoletas, no así los capítulos relativos a la ocupación militar, o el referente al tratado debido a los espías y a los parlamentarios, que mantienen su vigencia.      

Las normas elementales para la conducción de la guerra son las únicas que han conservado su fuerza y aplicabilidad. Las principales están recopiladas en IV Convención “sobre las leyes y costumbres de la Guerra terrestre”, Sección III de su reglamento anexo, e incorporados desde 1977 en el título III del protocolo adicional a los Convenios de Ginebra, y por su larga existencia e importancia han hecho de ellos parte del derecho consuetudinario.

Los aspectos más sobresalientes son las cláusulas fundamentales en las que se declara:

“Los beligerantes no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elección de los medios para dañar al enemigo” 

Se prohíbe:

· El empleo de veneno o armas envenenadas

· La perfidia

· Matar a un enemigo que han depuesto las armas

· Declarar que no se dará cuartel

· Emplear armas, proyectiles o materias destinadas a causar males superfluos.

· Utilizar indebidamente la bandera de parlamento, la bandera nacional o las insignias militares y el uniforme del enemigo, así como los signos distintivos del Convenio de Ginebra.

· El pillaje

El Derecho Internacional Humanitario es aplicable en dos situaciones:

a) Conflicto armado internacional, se aplican los Convenios de Ginebra de 1949 y el protocolo Adicional I de 1977

b) Conflicto armado no internacional. En esta situación se aplican el artículo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra y el protocolo Adicional I de 1977.

En otras situaciones de violencia armada (tensiones y disturbios) que no alcancen la intensidad de un conflicto armado no se aplica. En estos casos se invoca la legislación nacional y los instrumentos de los derechos humanos.

Principios fundamentales del Derecho Internacional Humanitario.

· Humanidad: “Que la única finalidad legítima que los estados deben proponerse durante la guerra es el debilitamiento de las fuerzas militares del enemigo”.
· Distinción (separación) de los ámbitos militar y civil.
· Limitación: Las partes en un conflicto no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elección de métodos o medios de hacer la guerra.

· Proporcionalidad: Los beligerantes no pueden causar sufrimiento y destruir en una medida superior a la necesaria para alcanzar la finalidad de la guerra, que es la debilitación de las fuerzas militares del enemigo.

· Necesidad militar: principio que justifica las medidas indispensables para vencer al enemigo y que no estén prohibidas por el derecho de la guerra.

Personas y bienes beneficiarios

a) Personas protegidas:

Las personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario son las siguientes:

a) Los heridos, los enfermos y los náufragos, que han dejado de combatir.

b) Los prisioneros de guerra.

c) Las personas civiles que, en razón de un conflicto o de una ocupación, se encuentran en poder de una Parte de la que no son nacionales. Por lo demás, los civiles están protegidos de los peligros procedentes de las operaciones militares, el personal sanitario y religioso.

d) Los parlamentarios.

e) El personal de los organismos de protección civil.

f) El personal asignado a la protección de los bienes culturales.

b) Bienes particularmente protegidos:
a) Bienes de carácter civil.

b) Bienes culturales.
c) Bienes indispensables para la población civil.
d) Obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas.
Diferencias y similitudes entre el Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos

De lo expuesto más arriba se deduce la necesidad establecer la relación y las diferencias entre esos dos términos, precisamente para no confundirlos. El DIH y los DH son sistemas jurídicos diferentes. La finalidad de ambos es proteger a la persona humana contra la arbitrariedad, pero la protegen en circunstancias y situaciones diferentes. En tanto los derechos del DIP se refieren a las facultades y garantías que necesitan los Estados para hacer posible y útil la vida en común en la sociedad internacional, además de ser deberes fundamentales correlativos de los demás Estados, absolutamente necesarios para su convivencia; los Derechos Humanos están referidos al plano interno de los países y naciones, pertenecen entonces al Derecho Nacional.

El DIH se aplica en situaciones de conflicto armado, mientras que los derechos humanos o, al menos, algunos de ellos protegen a la persona humana, en tiempo de paz y de guerra, aunque sus instrumentos contienen cláusulas derogatorias para situaciones excepcionales; siempre teniendo como propósito impedir la arbitrariedad y limitar el dominio del Estado sobre los individuos.

No obstante, existe una relación dialéctica entre ambos tipos de derecho, por cuanto el Derecho Nacional incide en el Internacional a través de los principios que refleja la naturaleza clasista de los Estados en el mundo actual, así crece esta influencia a través de las posiciones por la paz, cooperación, lucha de liberación nacional y el desarme. A su vez el Derecho Internacional repercute en el Nacional, por eso la cuestión de las relaciones entre ambos no puede resolverse por la subordinación del uno al otro, sino atendiendo a la función de unidad orgánica de los dos cuerpos de Derechos. 

La ley interna de los Estados delimita la aplicación de la ley internacional y el Derecho Internacional determina el campo de la ley interna. Es necesario ajustar, por consiguiente, la legislación interna a los compromisos contraídos y hay una responsabilidad del Estado al promulgarse una ley nacional claramente contraria al Derecho Internacional. Hay interacción global entre ambos. 

Es importante subrayar que el Derecho Internacional Humanitario no legitima la existencia de la guerra; sus normas recuerdan a las Partes cuales pueden ser los sufrimientos y desastres que traen consigo, que la aplicación de sus normas es para hacerlas menos crueles en todo lo posible.  Es así que se dice que el Derecho Internacional Humanitario es una expresión moderna del Derecho de la Guerra y las normas del Derecho de la Guerra aún en vigor son las que forman el Derecho Internacional Humanitario: se sostiene que el Derecho Internacional Humanitario es la parte del Derecho Internacional ocupando el lugar de las normas que antes se conocía como Derecho de la Guerra.

6.2. Problemas actuales del Derecho Internacional Humanitario
A pesar la existencia de la Carta de la ONU para prevenir y evitar los conflictos armados no todos sus firmantes cumplen con lo establecido en ella. Las normas del Derecho Internacional Humanitario no solamente se violan fragante e impunemente, sino que se pisotean constantemente por las potencias capitalistas e imperialistas. También se producen violaciones por Estados del llamado Tercer Mundo contra las naciones más débiles, la mayor parte de las veces azuzadas por aquellas. 
Después de finalizada la II Guerra Mundial se han producido decenas y centenares de conflictos armados entre naciones de casi todos los continentes, entre las cuales se destacan las guerras de las potencias imperialistas contra los países más pobres y débiles, encabezadas por el imperialismo norteamericano, interesadas por el dominio de sus riquezas naturales. Varias de las agresiones armadas e invasiones de los imperialistas a otras naciones y pueblos han contado con la anuencia del Consejo de Seguridad de la ONU. 
Téngase en cuenta que en la década del 50 del siglo XX tuvo lugar la Guerra de Corea llevada a cabo por los Estados Unidos y sus aliados de 1950 a 1953, apenas un lustro después de ser firmada la Carta de la ONU, la que contó con la aprobación del Consejo de Seguridad. Después vendría la guerra de los imperialistas franceses contra Vietnam y más tarde la de los Estados Unidos contra ese mismo pueblo. Ambas culminaron en el más rotundo fracaso de los agresores, al igual que la de Corea. 
Desde 1950 hasta la fecha los Estados Unidos han bombardeado a 37 países y tan solo en los últimos diez años lo han hecho contra 8, a algunos de manera repetida, violando las normas del DIH, según sus intereses imperiales y hegemónicos:  Irak (2003-2015), Afganistán (2001-2015), Pakistán (2007-2015), Somalia 2007-8 y 2011), Yemen (2009, 2011), Libia (2011, 2015), Siria 2014-2018). Por añadidura habría que decir que en abril de 2003 dejaron caer en territorio iraní varios misiles durante el bombardeo de Irak; en Pakistán, 2002-03, bombardearon en varias ocasiones, como parte del combate contra los talibanes y otros opositores a la ocupación estadounidense de Afganistán; en China, 1999, su embajada en Belgrado fue fuertemente bombardeada; y en Francia, 1986. Después de que el gobierno francés rechazase el uso de su espacio aéreo por parte de los aviones de guerra estadounidenses que se dirigían a bombardear Libia, los aviones se vieron obligados a tomar otra ruta más larga. Cuando llegaron a Libia bombardearon tan cerca de la embajada de Francia que el edificio fue dañado y todos los enlaces de comunicación inutilizados.
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Una variante de guerra cada vez más utilizada es la agresión de coaliciones de varios Estados encabezados por los Estados Unidos para atacar a países prácticamente indefensos: Irak, Afganistán, Libia y Siria. Estos son países de la OTAN, que como se podrá observar ya están actuando fuera del teatro de operaciones de Europa, convirtiéndose bajo el mando de los Estados Unidos de gendarmes europeo a gendarmes mundiales.  
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Bombardeo estadounidense en Raqqa, Siria. .

Es importante tener presente en la actualidad la problemática del injerencismo de las potencias imperialistas en los asuntos internos de los demás Estados teniendo como punta de lanza el tema de la violación de los Derechos Humanos. Vinculada con la tesis de la soberanía limitada, se encuentra el cuestionamiento del principio de la no injerencia, con lo que se persigue tratar de respaldar la legitimidad de un derecho de intervención o injerencia, debiéndose su actual relevancia a la importancia adquirida recientemente por la temática de los derechos humanos, que de tema interno ha sido convertido en tema internacional, universal. 

Una de éstas consiste en la supuesta debilidad demostrada por los países subdesarrollados en la defensa del principio de no intervención porque, a veces, han tratado de establecer una diferenciación entre lo que se denomina intervenciones condenables e influencias permitidas.
 Dicho de otro modo, de lo que se trata es de la manera en que conciben los imperialistas el  problema de los derechos humanos  en los países pobres y subdesarrollados, pero con grandes riquezas económicas y naturales. Esto sirve de pretexto a los Estados Unidos de América y a las restantes potencias imperialistas para librar guerras intervencionistas contra ellos. 

No se debe perder de vista que las verdaderas razones de los avances que se aprecian en el cuestionamiento del principio de no injerencia deben buscarse en el particular contexto económico y político internacional del último decenio. Este contexto se ha caracterizado por el estallido de numerosos conflictos bélicos tanto en regiones desarrolladas --Europa-- como subdesarrollada -- África. La gravedad, complejidad y duración de algunos de estos conflictos han servido de base para que determinadas fuerzas postularan la necesidad de intervenir en estos conflictos con vistas a ayudar a las poblaciones civiles. Por ello --y debe cobrarse conciencia de esto--, están avanzando las condiciones propicias para el establecimiento de un derecho de intervención o injerencia. 

Se ha creado el término de emergencias complejas para designar a las crisis humanitarias de la posguerra fría: guerra civil, hambruna, desplazamientos poblacionales y quiebra del Estado--nación.
  Estas emergencias complejas generan el fenómeno de las denominadas intervenciones humanitarias, las cuales han provocado que la humanidad se enfrente ante la disyuntiva que supone, o respetar la soberanía estatal, o salvaguardar los derechos humanos.
Aunque los casos más recientes de intervenciones humanitarias se han desarrollado en países subdesarrollados, - como son los casos de Kosovo, Irak, Afganistán y Libia -, éstos continúan insistiendo en la vigencia del principio de no injerencia, sobre todo ahora que se aprecia una todavía mayor concentración del poder y de la toma de decisiones en un reducido grupo de países industrializados. 

La gravedad, complejidad y duración de algunos de estos conflictos ha servido de base para que determinadas fuerzas postularan la necesidad de intervenir en estos conflictos con vistas a ayudar a las poblaciones civiles. Por ello, --y debe cobrarse conciencia de esto--, están avanzando las condiciones propicias para el establecimiento de un derecho de injerencia o intervención.
Así, se destacan dos posibles circunstancias que justificarían una intervención humanitaria: (a) violaciones masivas de los derechos humanos en un país; y (b) amenaza importante para la paz y la seguridad internacionales. Nos encontramos, entonces, en el momento en que se desarrollan las argumentaciones dirigidas a justificar las condiciones en que se podría desarrollar una intervención humanitaria. 

Un aspecto que no debe perderse de vista en toda esta discusión consiste en que el derecho de injerencia o intervención no es más que una de las nuevas figuras jurídicas que pretenden ser impulsadas por los sectores que propugnan el proceso de globalización. 

Íntimamente vinculada a la tesis de la soberanía limitada -- que fuera comentada más arriba -se encuentra la tesis de la corresponsabilidad de todos los países ante los problemas mundiales. Según esta tesis la gravedad de los problemas mundiales que aquejan al planeta es tal que se requiere el esfuerzo mancomunado de todas las naciones. 

Sin embargo, detrás de estas aceptables declaraciones de políticos y académicos occidentales, se esconde la intención de borrar el distinto grado de responsabilidad de las naciones desarrolladas y subdesarrolladas en el surgimiento y ulterior desarrollo de esos problemas y se pretende establecer una irreal equiparación de las posibilidades de ambos grupos de naciones para dar solución a los problemas, hecho que ha supuesto el gradual desmontaje de conquistas logradas por las naciones subdesarrolladas como el trato preferencial y otros, al tiempo que  han provocado la imposición a las naciones subdesarrolladas de nuevas obligaciones internacionales que no toman en consideración su nivel de desarrollo relativo u otras especificidades. 

Si se presta atención a lo que está ocurriendo en el mundo en estos momentos, no se persigue ni un real y general respeto de los derechos humanos, ni una amplia democratización a todos los niveles, ni un completo florecimiento del intercambio ideo político en el ámbito mundial, porque ello no ayudaría a los fines del enfoque globalizador de las naciones occidentales. 

Una cosa es la campaña impulsada por los círculos políticos e ideológicos de Occidente (retórica), mientras que otra es el devenir internacional (realidad), el cual en los últimos años se ha caracterizado por la violación de los derechos (humanos) de naciones enteras, por un sensible retroceso en las actuaciones democráticas, sobre todo, de los organismos internacionales, y por la búsqueda a toda costa de la uniformización de las concepciones políticas, ideológicas, sistemas de valores y patrones de consumo.

Esta contradicción entre el plano nacional y el internacional y entre la retórica y la realidad, es una importante paradoja del actual ordenamiento político internacional que indica una grieta de imprevisibles consecuencias.
 A pesar de estos hechos, otra tendencia reciente en las concepciones occidentales consiste en la conversión de la democracia en una piedra angular del combate contra los "nuevos" enemigos. Por ello, el establecimiento de la democracia (léase: representativa al estilo occidental) ha sido presentado como una especie de precondición para el logro del desarrollo económico y social, para una plena participación de los habitantes en los procesos de sus países. 

Pero, si se analizan bien estas concepciones, se observará que existe una inversión entre causa y efecto, pues la democracia, que debe ser el resultado de una serie de acciones previas en lo económico y lo social, es presentada como el prerrequisito.
Así, la democracia ha pasado a convertirse en una de las condiciones exigidas por organismos internacionales y por países desarrollados en sus relaciones con las naciones subdesarrolladas.
Todos estos acontecimientos nos indican que los nuevos fenómenos y procesos que se observan en las relaciones políticas internacionales se encuentran permeados de una nueva ética, distante de la naturaleza de las relaciones de cooperación y solidaridad que se propusieron los Estados firmantes de la Carta de la ONU. Esta ética tiene mucho que ver con la extrapolación al campo de lo político, lo social y otros órdenes, de las concepciones neoliberales que han adquirido una amplia difusión internacional sobre todo desde la pasada década y que en su centro tiene el tema de los Derechos Humanos.

Ante la situación creada en el mundo se está produciendo un creciente interés, en el tiempo y en la doctrina del DIH, por el fenómeno del Derecho Consuetudinario, cuya incorporación en el orden jurídico internacional y su valor moral son cuestiones indisolubles en Derecho Internacional Humanitario.
El Derecho Consuetudinario

Hablar de Derecho Consuetudinario exige ante todo una referencia a la costumbre, que es la repetición general, uniforme y prolongada en el tiempo de determinado comportamiento, con la convicción de que la observancia es obligatoria.  El problema de la costumbre es uno de los más importantes, y a la vez, de los más difíciles en Derecho Internacional y más aún en Derecho Internacional Humanitario.  

La costumbre, como fenómeno jurídico reúne, en su dinámica, los aspectos jurídicos, políticos, etc., de la sociedad internacional, lo que impone elevar la conciencia jurídica de la humanidad.  Pero lo jurídico siempre viene vinculado con lo moral.  

La costumbre es una fuente del Derecho Internacional que se forma con la concurrencia de los siguientes elementos:
 1. que sea una forma observada, repetida por un número bastante extenso de Estados; 
2.  que haya sido planteada sin solución de continuidad; 
3. que responda a una idea de justicia y de humanidad;
4. que puede tener su origen por la acción de los Gobiernos y también por los actos de las
    personas que ejerzan cierto poder.  

El Derecho Internacional Humanitario se define también como el conjunto de las normas de origen convencional o consuetudinario encaminado a reglamentar los problemas humanitarios derivados de los conflictos armados internacionales, o sea que, en tal sentido, a proteger a las personas y los bienes civiles. 

Resulta claro entonces que se hable de normas consuetudinarias, pero la cuestión radica en detectar estas normas, que son, a la vez, diversas y con sus elementos normativos como tales normas.  Las reiteradas   - en el tiempo - normas jurídicas del Derecho Internacional Humanitario han obligado a desarrollar otras fuera del derecho codificado y de la norma jurídica escrita.  El Derecho Internacional Humanitario es el Derecho que más se ha desarrollado y evolucionado en el tiempo, es en el que lo jurídico y lo moral como elemento humano se encuentran siempre presentes. El conjunto de la materia (del Derecho Internacional Humanitario) está expresamente formulada en los Convenios, que a veces se derivan de la costumbre.

En el Derecho Internacional Humanitario no cabe admitir la preeminencia absoluta de la norma convencional porque ésta se convertiría en una “camisa de fuerza” que inutilizaría la propia norma.  Es más, en el Derecho Internacional Humanitario se aceptan muchas disposiciones de los Estados como creadores de Derecho Consuetudinario como normas generales aplicables a todos los Estados más que en el Derecho Internacional.  Tanto el Derecho de Ginebra como el Derecho de La Haya se han desarrollado por las costumbres de los pueblos a lo largo de los siglos, pero mucho más por las costumbres surgidas desde la presencia del Derecho Internacional y del Comité Internacional de la Cruz Roja.  

Durante siglos el Derecho Internacional ha sido, casi totalmente, Derecho Consuetudinario, pero el proceso de creación de la costumbre y de su conversión en norma jurídica se ha acelerado de manera significativa a partir que siendo el Derecho Internacional Humanitario un Derecho mucho más joven este proceso resulta más visible que en el Derecho Internacional.  

De otra parte, resulta establecido como principio general de Derecho que una norma convencional posterior deroga una costumbre anterior, pero este principio rige si ambas normas tienen el mismo ámbito de validez.  Ni una norma de alcance convencional puede ser derogada por una costumbre particular ni una costumbre de Derecho Internacional común puede serlo por el derecho convencional particular.  Por una vía consuetudinaria puede no sólo crearse una nueva norma sino también derogarse una norma precedente (desuetudo – dejar de ser una costumbre).  Pero no basta para que tal derogación se produzca que los Estados dejen de realizar dicha norma, sino que es preciso que dejen de realizarla por motivos o razón jurídicos.

Los grandes principios protectores, ya consuetudinario, tienen un valor absoluto y valido; incluso para los Estados no signatarios, siguen siendo intangibles. De tal suerte, los primeros pasos del Derecho de Ginebra se nutrieron de las experiencias de la Primera Guerra Mundial y, las experiencias de la Segunda Guerra Mundial condujeron a los Convenios de 1949.  Hasta 1949 una característica del Derecho de Ginebra era que, en principio, sólo se aplicaba a los militares; parecía que los civiles quedaban ya protegidos, pero sin mencionarlos el Derecho Convencional. Las experiencias de la Segunda Guerra Mundial llevaron a la costumbre de promover su protección. 

El peso de la costumbre en Derecho Internacional Humanitario trae consigo que llegue a ser lex lata (ley precisa).  En cuanto al Derecho (o doctrina) de la Cruz Roja, se trata de un conjunto de normas elaboradas que constituyen un sistema jurídico, que abarca, en su sentido más alto, el conjunto de las varias fuentes (incluidas las costumbres), que se nutren de los principios fundamentales y de otros elementos que se integran en el núcleo de ese Derecho.
 

Por parte, el peso de la costumbre la establecen los documentos jurídicos del Derecho Internacional Humanitario; así, en los cuatro Convenios de 1949 se establece la no renuncia “parcial o totalmente” de los derechos que se les otorga en el presente Convenio a los “heridos y enfermos”, comprendiendo la no renuncia a derechos surgidos por la costumbre, pero no admiten, así, “otra costumbre en contrario” se trata, así, de costumbres  investidas de la fuerza de ius cogens (principio fundamental) de la norma imperativa de Derecho Internacional que no puede dar paso sino a otra norma imperativa que le sucede. 

Las costumbres acumuladas como sedimento en formación del Derecho de Ginebra y del Derecho de La Haya se convierten en costumbres que si se violan se violan esos Derechos; los ámbitos no cubiertos en los Convenios y Protocolos del Derecho Internacional Humanitario son reconocidos como Derecho Consuetudinario; todo ello conduce a que se reconozca el fortalecimiento debido del Derecho Consuetudinario General. 

Háblese de Derecho Internacional Humanitario y se estará ante un elemento consustancial en el tiempo, y es que el Derecho Internacional Humanitario es oriundo de Europa y se desarrolló en Europa a todo lo largo del siglo XIX a partir de 1863 y del siglo XX hasta 1949.  Sólo en 1977 se viste, en cierta medida, de tercermundista, sobre todo en lo que se contrae al Protocolo Adicional II que es una versión simplificada del Protocolo Adicional I. 

No se trata de que tiendan a desaparecer los límites del Derecho de Ginebra y del Derecho de La Haya, si no de que Ambos cuerpos jurídicos tienden a desaparecer como tales, por cuanto se está produciendo una violación de la norma convencional y de la norma consuetudinaria a la vez. 

El Nuevo Orden Mundial históricamente distorsiona los conceptos de la guerra y de sus víctimas; aquellas para desconocer el Derecho de La Haya, éstas últimas para convertir las víctimas en simples “efectos colaterales”; desaparecen conceptos tales como los de combatientes y mercenarios para olvidar a los prisioneros y para legitimar a los últimos.  Al despersonalizar las guerras obviamente proscribe el Derecho Internacional Humanitario.  Así las cosas, hay que preguntar en qué lugar quedan el ius ad bellum y el ius in bellum y, por consiguiente, el Derecho Internacional Humanitario. 

Lo que implica que desaparece también la facultas bellandi (facultad de los pueblos) de hacer la guerra por sí y para sí.  Se les transforma en “terroristas” en la misma medida en que, a los mercenarios se les enviste la condición de “luchadores por la libertad”. 

La complementariedad entre Derecho Internacional, Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario lleva, por supuesto, a la violación común del Derecho Internacional, de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. 

La nueva visión del Nuevo Orden Mundial conduce a interpretar el principio de UNICIDAD en el sentido de conducir a una injerencia o intervención humanitaria que es contraria al Derecho Internacional, los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 

Se observa cada vez más que  con el Nuevo Orden Mundial, ante un Derecho de Ginebra que considera a las víctimas como “efectos colaterales” y un Derecho de La Haya que enuncia el uso indiscriminado de la fuerza “inteligente”, la norma convencional, consuetudinaria y otras fuentes del Derecho Internacional Humanitario han dejado de existir como tales.

6.3. Las posiciones de Cuba ante el Derecho Internacional Humanitario
 Fundamentos históricos
Los fundamentos históricos de las posiciones de Cuba ante el Derecho Internacional Humanitario están dados desde las guerras de independencia del pueblo cubano durante segunda mitad del siglo XIX, la guerra de Liberación Nacional de 1956 a 1959, y la historia más reciente de la Revolución Cubana. Carlos Manuel de Céspedes, Ignacio Agramonte, Máximo Gómez, Antonio Maceo y José Martí, entre otros, fueron fieles cumplidores de esas normas durante la gesta mambisa, con independencia del comportamiento criminal que las tropas españolas de ocupación tuvieron con los prisioneros de guerra del Ejército Libertador. Son varios los documentos, cartas y circulares militares en los que se puede comprobar el pensamiento de aquellos destacados jefes militares con relación a ese tema.
Las vivencias expuestas por Henry Dunant en su libro “Recuerdo de Solferino”, publicado en 1862, proporcionó el surgimiento del Derecho Internacional Humanitario contemporáneo. Este acontecimiento tenía lugar precisamente en los años en que la Isla de Cuba, conformaba sus rasgos de identidad nacional y organizaba la insurrección armada para conquistar su independencia de la metrópoli española, poderosa potencia colonial de la época. 

Con el levantamiento armado del 10 de octubre de 1868 encabezado por Carlos Manuel de Céspedes, se inició la Guerra de los Diez Años o Guerra Grande, como también se le conoce. Para explicar sus objetivos Céspedes redactó el Manifiesto de la Junta Revolucionaria de la Isla de Cuba, dirigido a sus compatriotas y naciones del mundo, donde exponía que: “al levantarnos armados contra la opresión del tiránico gobierno español, siguiendo las costumbres establecidas en todos los países civilizados, manifestamos al mundo las causas que nos han obligado a dar este paso (...) sólo queremos ser libres e iguales (-...) respetamos las vidas y propiedades de todos los ciudadanos pacíficos, aunque sean los mismos españoles, residentes en este territorio...  en general, demandamos la religiosa observancia de los derechos imprescriptibles de hombre, constituyéndonos en nación independiente”. 
Como se observa en este manifiesto que da inicio a la Revolución Cubana, están presentes principios humanitarios y se señalaba que la guerra se regía por las costumbres de países civilizados. Céspedes, consecuente con sus principios e ideas humanistas, en fecha tan temprana como el 12 de noviembre de 1868, en su carácter de Presidente de la República en Armas, dictó un Bando Militar, donde dispuso el perdón a los soldados españoles que se presentaran voluntariamente a las fuerzas cubanas, el indulto a cubanos y peninsulares que forzados o voluntariamente estuvieran sirviendo al enemigo y se presentaran espontáneamente ante las fuerzas cubanas. Meses después emitió el Decreto de fecha 18 de febrero de 1969 estableciendo benevolencia para los soldados de línea españoles que cayeran prisioneros.

El mando español, por su parte, emitió un bando militar en el que se daba a conocer que los miembros las fuerzas cubanas que incendiaron, robaran o estafaran a los ciudadanos pacíficos, serían juzgados por Consejo de Guerra verbal y ejecutados militarmente. Los crímenes de guerra cometidos por el Ejército español de ocupación en la Isla fueron atroces y violaban flagrantemente las normas del Derecho Internacional reconocidas en aquella época. La política de tierra arrasada y tierra quemada iba acompañada del asesinato masivo de las poblaciones campesinas indefensas que apoyaban al Ejército Libertador y de los prisioneros de guerra. 

Fiel a los principios y normas del Derecho Internacional Humanitario reconocidas en aquel entonces, y ante la obstinada resistencia del gobierno español de no reconocer la beligerancia de los patriotas cubanos y con ello el acatamiento de las normas y principios civilizados de la guerra, Céspedes emitió su  Circular “Sobre la regulación de la guerra”, de fecha 2 de enero del 1872, que consta de seis reglas donde establece una política humanitaria en relación con los prisioneros de guerra y la población civil. La aplicación de esta circular y las victorias alcanzadas sobre el enemigo por el Ejército Libertador, posibilitaron perfeccionar y complementar las reglas establecidas por lo que el 26 de agosto de 1873 emitió el Decreto denominado “Regularizando la guerra”, que consta de 12 artículos con nuevas reglas humanitarias. 

Las ideas, principios y reglas expuestas por Céspedes en estos documentos sobre el trato a los prisioneros de guerra y la protección de la población, se adelanta en 57 y 77 años respectivamente a las que se adoptaran mediante el III y IV Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949. Se puede afirmar, por consiguiente, que el curso de las guerras de independencia los patriotas cubanos supieron cumplir cuando con las normas del Derecho Internacional vigente, incluso del Derecho Consuetudinario, aun cuando los funcionarios y las fuerzas españolas de ocupación no las cumplían y cometían los más atroces crímenes de guerra, catalogados al fin de lesa humanidad.

Para reiniciar la contienda armada tras el Pacto del Zanjón, -  firmado el 10 de febrero de 1878 -, y después de 17 años de tregua (1878 – 1895), José Martí redactó el Manifiesto de Montecristi para explicar los objetivos de la guerra que se iniciaría el 24 de febrero de 1895, la Guerra necesaria o Guerra del 95.  Ya antes, en 1892, en la redacción de las Bases y Estatutos del recién fundado Partido Revolucionario Cubano había proclamado que uno de sus objetivos radicaba en la organización de una guerra breve y generosa. 
En el Manifiesto de Montecristi firmado por él y por el general Máximo Gómez el 25 de marzo de 1895, un poco antes de partir hacia Cuba, se hace constancia que la guerra no es una nueva lucha, sino la continuación de la iniciada el 10 de Octubre de 1868, que tiene como objetivos lograr la independencia de Cuba y el establecimiento de una República Democrática. Se explica que no es una guerra contra el español, sino contra el colonialismo español y finalmente manifiesta la necesidad de establecer relaciones con otros pueblos. De tal modo el Manifiesto, al expresar los objetivos, principios y organización el movimiento independentista se convirtió en el Programa de lucha de este periodo histórico.

La nueva etapa de las guerras de independencia iniciada aquel 24 de febrero de 1895 dirigida por Martí, duró tan solo 3 años y no culminó con la victoria de las fuerzas cubanas debido a la intervención de los Estados Unidos en la guerra. La Metrópolis española, sabiéndose derrotada apeló al uso de los medios más salvajes contra los cubanos, que muy por el contrario supieron ser respetuoso con el enemigo, con los enfermos y los prisioneros de guerra. 

En la Circular a los Jefes firmada por el Delegado José Martí y el General en Jefe del Ejército Libertador Máximo Gómez, el 28 de abril de 1895 y tres días después la Circular denominada “Política de Guerra”, se establecieron clara, sintética y objetiva el carácter humanista de la lucha por la independencia. Sin embargo, la reacción del Gobierno español y de su Ejército en la isla fue de total irrespeto a las leyes y costumbres de la guerra, ignorando el compromiso contraído el gobierno, como Estado Parte del primer Convenio de Ginebra. 

Durante la Campaña de Occidente llevada a cabo por el Lugarteniente General del Ejército Libertador Antonio Maceo, se produjo la reconcentración de la población campesina de Pinar del Río para que no apoyaran al Ejército Libertador cubano. Los puntos o áreas de la reconcentración eran verdaderos campos de concentración y de exterminio masivo. Estos formaban parte de la estrategia del Capitán General de la Isla y General en Jefe del Ejército español, Valeriano Weyler y Nicolau. En una de las cartas enviadas a él por el Mayor General Antonio Maceo, le hace saber que sus acciones eran crímenes de guerra, en tanto que las fuerzas cubanas actuaban de un modo muy distinto en el trato a los prisioneros españoles, que de hecho merecían la muerte.
Esas tradiciones de lucha y de respeto al Derecho Internacional Humanitario fuero asimiladas por los asaltantes al Cuartel Moncada y por los miembros del Ejército Rebelde encabezados por el líder histórico de la Revolución Cubana.
En los asaltos a los cuarteles Moncada, en Santiago de Cuba, y Carlos Manuel de Céspedes en Bayamo, fueron capturados por los asaltantes revolucionarios varios soldados del Ejército del dictador Fulgencio Batista, a los que se les respeto la vida. Sin embargo, los asaltantes que fueron apresados por las fuerzas de la tiranía resultaron vilmente asesinados. Por ello Fidel, en el juicio al que fue sometido por aquellos sucesos, acusó al régimen por los crímenes que estaban cometiendo y expresó: 
Durante la Guerra de Liberación Nacional llevada a cabo por el Ejército Rebelde con Fidel Castro Ruz como máximo jefe y líder del Movimiento 26 de Julio, continuaron desarrollándose las tradiciones humanitarias y de respeto al DIH. Sobre estas tradiciones humanísticas de la Revolución Cubana hay muchos ejemplos dignos de tener en cuenta por los profesores, pero por razones de espacio sólo nos detendremos en algunas ideas de Fidel y de Raúl Castro al respecto.

En la Carta Abierta de Fidel a los soldados, clases y oficiales del Ejército de Cuba, fechada el 24 de octubre de 1958, en la Sierra Maestra, se dice:  
“(...) Dirigimos un mensaje a la Cruz Roja Internacional, denunciando el asesinato alevoso de un grupo de prisioneros heridos al sur de la provincia de Camagüey que cayeron en poder del ejército (...). Este hecho deshonra al Ejército de Cuba. Ante los ojos del mundo, asesinar a prisioneros heridos, deshonra mucho más al ejército que perder una batalla. Y lo peor que entraña ese acto criminal y alevoso, ese acto inhumano, es que apenas seis semanas antes hablábamos de entregar a los delegados de la Cruz Roja Internacional y cubana los últimos prisioneros y heridos que en un total de 443, habían caído en poder de los rebeldes durante la batalla de la Sierra Maestra.

Desde que empezó la guerra, habíamos puesto en libertad un grupo de 600 soldados, a los cuales no asesinamos, como asesina la dictadura, cobardemente, a los prisioneros rebeldes (...) Si nosotros hubiéramos privado de la vida a todos los prisioneros que hemos puesto en libertad, y a los que aún están en nuestro poder, más de 700 madres cubanas estarían hoy vestidas de luto y miles de niños estarían huérfanos inútilmente.

Porque no hay una razón ni justificación posible, para privarle la vida a un combatiente después de estar desarmado. Este proceder ha sido siempre, en cualquier parte del mundo, y en todos los tiempos, un acto ridículo y cobarde, ni siquiera en los tiempos de la antigüedad en los pueblos primitivos, los prisioneros eran asesinados (...)”.

Al referirse al comportamiento de Ejercito Libertador y del Ejército Rebelde expresó:
“El Ejército Mambí y su digno heredero, el Ejército Rebelde, nunca mancharon sus armas esgrimiéndolas contra mujeres, niños, ancianos indefensos. Tampoco lo harán las Fuerzas Armadas Revolucionarias que atesoran las tradiciones de honor militar y humanitarismo de sus antecesores.

Nuestro legado histórico es pelear fieramente por la independencia de la Patria, en condiciones tremendamente desiguales contra el enemigo y arrebatarle las armas.

Respetar al prisionero de guerra, socorrer al herido cautivo.

Como dijo Martí a la madre de los Maceo: “¿No estuvo ella de pie, en la guerra entera, rodeada de sus hijos? ¿No animaba a sus compatriotas a pelear, y luego, cubanos o españoles, curaba a los heridos?”. Así actúan los revolucionarios cubanos de todas las épocas, nos enorgullecemos de que en este país jamás se haya torturado o maltratado a un prisionero, ni existía un solo “desaparecido”, de ésos que por miles buscan desesperadamente las madres y abuelas de Latinoamérica”.

En el curso del más de medio siglo la Revolución Cubana ha tenido que construir la nueva sociedad en medio de las amenazas y agresiones imperialistas de todo tipo, incluyendo la agresión armada, por lo que la transición del capitalismo al socialismo en nuestro país ha transcurrido y transcurre en condiciones violentas y no pacíficas como opinan algunos en el mundo. En este contexto se han desarrollado y se desarrollan las relaciones internacionales y el Derecho Público, tanto en el plano nacional como en el internacional. El comportamiento de Cuba con relación al Derecho Internacional ha sido y es ejemplar, desde todos los puntos de vistas.
Serían muchos los ejemplos a relatar sobre el comportamiento de la Revolución Cubana con respecto a los prisioneros de guerra, pero basta con tan sólo señalar los vinculados con la Victoria de Playa Girón y la captura de centenares de mercenarios prisioneros que merecían la pena capital y sin embargo fueron perdonados. La artera invasión mercenaria apoyada por el Gobierno norteamericano, fue llevada a cabo el 17 de abril de 1961 con el objetivo de derrocar a la Revolución. Dos días antes fueron empleados aviones con las insignias cubanas, lo que está prohibido por el DIH, para atacar los aeropuertos y bases áreas cubanas de manera sorpresiva y así facilitar el desembarco de la Brigada _____ por aire y por mar. En menos de 72 horas (exactamente 65) las fuerzas cubanas habían derrotado a los invasores, capturando 1 500 de sus efectivos, de los cuales 1 179 fueron capturados vivos, los que no sufrieron maltratos de ningún tipo, sino más bien fueron atendidos por los servicios médicos cubanos, aquellos que resultaron heridos. Después de sometidos a un juicio sumarísimo fueron canjeados con el Gobierno yanqui por alimentos para niños y medicinas. 
Los compromisos de Cuba en los marcos del DIH

Cuba tuvo en cuenta los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, los cuales se desarrollaron y completaron con la adopción, el 8 de junio de 1977 de dos Protocolos Adicionales, como ya se explicó anteriormente:

· Protocolo Adicional I relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales.

Cuba es signataria desde el 25 de noviembre de 1982

· Protocolo Adicional II relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional.
Cuba es signataria desde el 23 de junio de 1999.
Desde la aprobación de los dos Protocolos adicionales el Derecho Internacional Humanitario se considera como la legislación completa de las situaciones de conflictos armados. Sin ese marco jurídico internacional la protección de las víctimas carecería del respaldo que tal empresa requiere.

Así, este nuevo tipo de derecho incluye disposiciones para la protección de las víctimas de la guerra y conceptos adicionales de tipo operativo. Esta fusión del derecho tipo Ginebra y tipo La Haya se encuentra principalmente en los dos Protocolos Adicionales de 1977 que complementan a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949.

Con objeto de reforzar la protección de las víctimas, en los Protocolos adicionales se reafirman los principios fundamentales del Derecho de La Haya como normas estrictas y obligatorias, y en particular, lo relacionado con la protección de los bienes civiles y de la población civil. Hoy se considera que principios fundamentales del Derecho de La Haya, tales como el principio de distinción entre los objetivos militares y la población civil, son ya de derecho consuetudinario, forman parte de las costumbres, y son obligatorios, incluso para los Estados que no han firmado esos tratados.

Cuba ha hecho reserva al no aceptar la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta, establecida de forma opcional en el artículo 90 del referido Protocolo Adicional I, para la investigación de denuncias sobre infracciones graves del Derecho Internacional Humanitario, así como otra grave violación de los Convenios o del referido Protocolo, debido a que el artículo 90 establece diversidad de actuaciones de la Comisión y de la Sala, que el propio artículo plantea establecer para efectuar todas las investigaciones, ya que la integración de la Comisión, cuyos 15 miembros actuarían a título personal, mueven a sospechas fundadas en la no existencia de una real representatividad de la Comisión y de la Sala de siete miembros.

Cuba no es signataria de la III Convención relativa al rompimiento de hostilidades, la firmó el 18 de octubre de 1907, pero no la ratificó. Sin embargo, en el artículo 75, inciso i, de la vigente Constitución cubana, se establece como atribución de la Asamblea Nacional del Poder Popular “Declarar el estado de guerra en caso de agresión militar y aprobar los tratados de paz”. Igualmente, el artículo 90, inciso f de dicha Constitución, establece la referida atribución al Consejo de Estado si la Asamblea está en receso y no pueda ser convocada con la seguridad y urgencia necesarias.

Cuba es parte del Protocolo de la Convención sobre los deberes y derechos de los Estados en caso de guerra civil.  Abierto a la firma en la Unión Panamericana, el 1 de mayo de 1957. Lo firmó el 19 de julio de 1957. Lo ratificó el 9 de diciembre de 1957.
Cuba votó a favor de la Declaración sobre la prohibición del empleo de armas nucleares y termonucleares.  Resolución 1653 (XVI), adoptada por la AGNU el 24 de noviembre de 1961.
Cuba es parte de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad. Adoptada por la Resolución 2391 (XXIII) de la AGNU, el 26 de noviembre de 1968 y abierta a la firma en Nueva York, el 16 de diciembre de 1968.  Se adhirió el 13 de septiembre de 1973.

Cuba votó a favor de la Convención de las armas químicas y bacteriológicas (biológicas). Según Resolución 2603 A (XXIV) adoptada por la AGNU, el 16 de diciembre de 1969. 
Cuba es parte de la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción.  Abierta a la firma el 10 de abril de 1972 en Londres, Moscú y Washington.  La firmó el 12 de abril de 1972. La ratificó el 21 de abril de 1976.

Cuba votó a favor de la Resolución 2936 (XVII) de la AGNU del 29 de noviembre de 1972, prohibiendo el uso de la fuerza en las relaciones internacionales y sentando la prohibición permanente de utilización de armas nucleares.   

    Cuba votó a favor de la Resolución 3074 (XXVIII) adoptada por la AGNU el 3 de diciembre de 1973, relativa a principios de la cooperación internacional concernientes al descubrimiento, el arresto, la extraditación y el castigo de individuos culpables de crímenes de guerra y de crímenes contra la humanidad.

Cuba votó a favor de la Resolución 3103 (XXXVIII) adoptada por la AGNU el 12 de diciembre de 1973, sobre los principios básicos relativos al estatuto jurídico de los combatientes que luchan contra la dominación colonial y extranjera y los regímenes racistas.

Cuba es parte de la Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles.  Adoptada por la resolución 3172 de la AGNU de diciembre de 1976.  La firmó el 23 de septiembre de 1977 y la ratificó el 10 de abril de 1978.
Cuba no firmó la Convención de Ottawa de diciembre de 1997 convocada para la prohibición de minas firmada por 121 países de 154 presentes y ratificada. Entró en vigor el 1ro. de marzo de 1999 y constituyó el segundo tratado que regula el empleo de las minas en los conflictos armados. 

Cuba asistió en Ottawa -durante los días 3 y 4 de diciembre de 1997- al acto de presentación para la firma de la Convención y expuso nuestra posición respecto a la misma, que fue respetuosamente recibida por los representantes de los Estados allí. Hizo saber que:
· Resulta imposible comprender la posición de Cuba si no se analiza bajo el prisma de la   política agresiva de Estados los Unidos contra nuestro país. 

· Para Cuba las minas son un elemento importante para su seguridad nacional y es una   necesidad militar poseerlas; en el concepto de la defensa desempeña un papel decisivo, como un arma vital de la Guerra de Todo el Pueblo. 
· Para Cuba el peligro no está en la mina como plantean las potencias occidentales, sino radica en cómo se utilizan las minas. 

· La imposibilidad, para Cuba, de renunciar a las minas antipersonales como arma defensiva para enfrentar las amenazas desde el exterior, sometida desde hacía más de cuatro décadas, a una permanente política de hostilidad de los Estados Unidos. 

· Cuba lamenta que el curso llevado para las negociaciones se basara en consideraciones estrictamente de carácter humanitario, como expresa el texto de la Convención, y se soslayara totalmente el hecho de que este tipo de armas convencionales constituye un medio de legítima defensa para numerosos Estados que aun compartiendo las finalidades que alienta el Tratado, verían seriamente afectada su seguridad nacional en caso de suscribirlo. 

· Finalmente, se enfatizó que confiamos en que algún día por nuestra lucha constante, cese la política agresiva contra Cuba y reine una paz justa que nos permita adherirnos a un instrumento jurídico cuyos fines humanitarios somos los primeros en apoyar.

En resumen, la posición de Cuba en relación con la Convención de Ottawa se sintetiza como sigue:

· Cuba no condena esta Convención, pero expone que en ella se toman en cuenta sólo aspectos humanitarios, sin considerar los de seguridad nacional.

· Cuba no la puede firmar y ratificar, pues su situación con respecto a los Estados Unidos le impide renunciar al empleo de las minas antipersonales para su defensa.

· Cuba está en contra del uso indiscriminado de las minas antipersonales y de su empleo lanzándolas a distancia.

· Cuba apoya la prohibición del uso de las minas no detectables.

· Cuba apoya la prohibición de las minas antipersonales en los conflictos internos.

· Cuba es partidaria del empleo de las minas sólo en caso de amenaza o agresión extranjera.

· Cuba está en contra de la transferencia de minas.

Conclusiones
Los problemas del Derecho Internacional Público, y concretamente de una de sus ramas: el Derecho Internacional Humanitario, adquiere una significativa importancia en nuestros días, por cuanto las amenazas de guerra y de exterminio que enfrenta la humanidad son extraordinarios. A los problemas globales, que casi constituyen flagelos, tales como la crisis alimentaria, la crisis financiera, la ecológica, la energética y la económica hay que agregarle los conflictos armados desatados por el imperialismo contra pueblos indefensos del Sur con el objetivo de arrebatarles sus riquezas económicas, especialmente el petróleo.
Con la desaparición del campo socialista europeo y de la URSS como sujeto del Derecho Internacional cambió radicalmente la correlación de fuerzas a nivel mundial y ha dado lugar a una cierta unipolaridad económica, política y militar en la que el capitalismo, y su expresión más elevada, el imperialismo, es predominante. Aunque en la realidad, -  por ser el mundo tan complejo, como alertara el líder histórico de nuestra Revolución -, esta unipolaridad no es posible. También hay que contar con los países socialistas como China, Vietnam y Cuba y con otros que tiene una orientación socialista todos los cuales desempeñan un importante papel en el Derecho Internacional contemporáneo.

De cualquier manera, el hecho mismo de que las contradicciones Norte – Sur se estén resolviendo con la prepotencia de los primeros, desatando intervenciones en países pobres e indefensos militarmente, incluso con la aprobación del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, implica la necesidad de concebir un nuevo Orden Internacional.  Las agresiones a Irak, Afganistán y a Libia las realizaron los imperialistas yanquis y sus aliados de la OTAN con la anuencia no solo de la ONU, sino también de la Liga Árabe y de la Unión Africana. Esto, sin hablar ya de la invasión a Kosovo llevada a cabo por la OTAN y las intervenciones yanquis en otros países de América Latina y las propias agresiones a Cuba realizadas por los Estados Unidos de Norteamérica.
Los cambios y problemas globales han puesto de manifiesto cierta obsolescencia del sistema de la ONU, evidenciada en su incapacidad para enfrentar eficazmente el volumen de problemas que se presentan a nivel mundial, todo lo cual exige, como ha expresado nuestro Comandante en Jefe, cambios radicales y profundos, si queremos salvar a la especie humana.
El tema de los Derechos Humanos ocupa un lugar central en las relaciones internacionales y es aprovechado por las potencias imperialistas para agredir militarmente a las naciones pobres. Bajo el pretexto de protegerlos han cometido asesinatos masivos, destrucciones masivas de las riquezas y el patrimonio nacional de esos pueblos. Contra Cuba han desarrollado diversas campañas a lo largo de casi seis décadas de existencia de la Revolución. 
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� El Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos son sistemas jurídicos diferentes. La finalidad de ambos es proteger a la persona humana contra la arbitrariedad, pero la protegen en circunstancias y situaciones diferentes.


El DIH se aplica en situaciones de conflicto armado, mientras que los derechos humanos o, al menos, algunos de ellos protegen a la persona humana, en tiempo de paz y de guerra, aunque sus instrumentos contienen cláusulas derogatorias para situaciones excepcionales; siempre teniendo como propósito impedir la arbitrariedad y limitar el dominio del Estado sobre los individuos.





� Otra cosa distinta es la condición de mercenarios que históricamente existieron; eran los condottieri y los lansquelots del medioevo, convertidos en el siglo XX en “soldados de fortuna" a disposición del mejor postor que pareció ser una forma paleontológica de aquellos.  Llegó entonces el momento de prohibirlos y el Derecho Internacional Humanitario les declaró fuera de su protección; y se establece “los mercenarios no tendrán derecho al estatuto de combatientes o de prisionero de guerra”.








�.- La distinción que se pretende establecer distingue entre las agresiones armadas y otras acciones similares y los condicionamientos que un país impone a otro.


�.- Ver Karlos Pérez de Armiño, Guerra y hambruna en Africa: consideraciones sobre la ayuda humanitaria.   HEGOA, 1996, p. 5. Adicionalmente, estas crisis las concibe este autor como crisis creadas intencionalmente, complejas por su naturaleza multifacética y por la complejidad de las acciones a tomar para su solución.


�.- Merece la pena observar que, mientras las potencias occidentales se erigen en las principales defensoras del respeto de los derechos humanos en todo el mundo, estas mismas naciones son las principales obstaculizadoras del proceso conducente a una real instrumentación del contenido de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, aprobada en la ONU en 1986.


� En la sentencia del caso Nicaragua Versus Estados Unidos de 1986 la Corte Internacional de Justicia establece que la costumbre de Derecho Humanitario tiene el mismo valor que la del Derecho Convencional, y cita el artículo 38.1 b) del Estatuto de la Corte acerca de que la costumbre es un sistema de normas basadas en la práctica de los Estados y aceptada como Derecho.  Esta fuente autónoma de normas de Derecho reconocidos por la Carta respecto al Derecho Internacional Humanitario abre nuevas vías de desarrollo del Derecho Humanitario.








� Raúl Castro Ruz. Fragmentos tomados de las palabras  el 16 de abril de 1994, en el acto por el Día del Miliciano, en la Provincia de Guantánamo.  
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